
La Plata, 3 de agosto de 2013, siendo las 17:30 horas. 

VISTO: Este expte. nro. 7071/III, "G. I. s/ Interpone acción de habeas corpus correctivo en favor de L. C. R.", procedente del Juzgado Federal en lo Criminal y Correccional Federal Nro. 1 de La Plata y 

CONSIDERANDO QUE 

I. Antecedentes. 

1. El defensor de L. C. R. inició la presente acción con el objeto de que se declare la inconstitucionalidad de la resolución 85/2013, del Ministerio de Defensa de la Nación. Ello con fundamento en que la mencionada disposición viola el derecho a la salud y a la integridad física de su asistido pues "sólo cuenta con la posibilidad de concurrir a servicio de salud que proporcione su única obra social (IOSE), a otros centros de salud de medicina privada, por carecer de ellos, y por tanto, la arbitraria prohibición de atención médica en el HMC, implica sin más, la denegación total de toda asistencia médica". 

2. El juez de primera instancia desestimó in limine la acción, a fs. 12/13 y la elevó en consulta a esta Alzada tal como lo prescribe el artículo 10 de la ley 23.098. 

Para así decidir afirmó que el peticionante no acreditó la existencia de un acto u omisión actual o inminente que agrave ilegítimamente la forma y condiciones de detención que sufre. Asimismo, el a quo también consideró que ni siquiera se indicó una cuestión de salud puntual y actual que lo afectara. 

II. Tratamiento de la consulta. 

1. En primer lugar corresponde reseñar, en los aspectos más relevantes, la resolución 85/13 del Ministerio de Defensa de la Nación que constituye, según el presentante, el acto que afecta sus derechos constitucionales y cuya protección pretende mediante esta acción. 

En efecto, el citado Ministerio dictó el pasado 26 de julio -aunque su publicación se efectuó el 30 de ese mes- la resolución por la cual dispuso en lo que aquí interesa:a) prohibir "al Jefe del ESTADO MAYOR CONJUNTO DE LAS FUERZAS ARMADAS, al Jefe del ESTADO MAYOR GENERAL DEL EJERCITO, al Jefe del ESTADO MAYOR GENERAL DE LA ARMADA y al Jefe del ESTADO MAYOR GENERAL DE LA FUERZA AEREA la internación y/o asistencia ambulatoria en hospitales militares o unidades de salud dependientes de las FUERZAS ARMADAS, de personas condenadas penalmente o procesadas con privación preventiva de la libertad que tengan o hayan tenido estado militar" (art. 1) y b) extender dicha prohibición "a la totalidad del personal civil y/o militar de las FUERZAS ARMADAS" (art. 2). 

2. En los considerandos, destacó inicialmente que "la legislación nacional vigente deslinda específica y taxativamente las funciones correspondientes a la Defensa Nacional y a la Seguridad Interior". Recordó que "en el marco del trámite de diferentes causas judiciales por la comisión de ilícitos penales y, en particular por la comisión de delitos de lesa humanidad, por parte de personal militar o ex militar, distintos magistrados han requerido el desarrollo de actividades propias de la custodia y guarda de detenidos a su disposición". 

Pero consideró que "las referidas tareas de custodia y guarda de personas privadas de la libertad constituye una tarea propia, esencial y privativa de la seguridad interior y resulta ajena, por naturaleza, a las cuestiones de Defensa Nacional". Y "en ese sentido, la Ley de Ejecución de la Pena Privativa de la Libertad Nº 24.660 asigna al SERVICIO PENITENCIARIO FEDERAL la responsabilidad primaria de cumplir y llevar a cabo todas las tareas que se relacionen con la custodia, protección y guarda de las personas detenidas a disposición de autoridades judiciales". 

Y concluyó en estos términos:"tanto los hospitales militares como cualquier otro medio militar perteneciente a la sanidad o a los servicios de salud de las FUERZAS ARMADAS forman parte del sistema de la Defensa Nacional y en virtud de ellos deben ser afectados sus recursos" y por ello, "el alojamiento de personal militar o ex militar condenado o procesado por delitos de lesa humanidad resulta una función que esta jurisdicción se encuentre legalmente impedida de desempeñar". 

3. En el marco de la competencia asignada por el art. 10 de la ley 23.098, el Tribunal no encuentra que la resolución ministerial -dictada en el marco de su competencia y con arreglo a las disposiciones legales vigentes que deslindan las tareas de defensa nacional y de seguridad interior- afecte, de modo actual o inminente los derechos constitucionales del presentante. 

Es que, tal como lo decidiera el magistrado de primera instancia, la cuestión planteada no encuadra en las previsiones del artículo 3, inciso 2º de la ley 23.098. 

La acción, en la forma y términos en los que fue deducida, sólo expresa la voluntad de que en el evento de que deba brindarse asistencia médica al detenido, ésta se realice en el Hospital Central Militar. Pero no se hace cargo de que existen multiplicidad de alternativas que, como afiliado a la obra social IOSE, tiene a través de los convenios con sus numerosos prestadores o, en su defecto, la adecuada asistencia en cualquier hospital público dentro o fuera de su lugar de detención. 

Así, por lo demás, lo reconoce la propia resolución cuestionada cuando dispone que "la garantía del derecho a la salud de todos las personas privadas de la libertad, más allá de su condición de personal militar o no, deben ser cubiertas por las agencias estatales específicas en el marco del servicio público de la salud nacional y/o provincial correspondiente". 

4. En estas condiciones, no se advierte que la resolución 85/13 del Ministerio de Defensa de la Nación agrave de manera ilegítima la forma y condiciones en que L. C. R. cumple la privación de la libertad. 

Por ello, SE RESUELVE: Confirmar la decisión de fs. 12/13. 

Regístrese. Comuníquese a la Dirección de Información Pública. Devuélvase.Fdo.Jueces Sala III Dres.Carlos Alberto Nogueira. Carlos Alberto Vallefín. Ante mí:Dra. María Alejandra Martín.Secretaria.
